El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
DEBIDO PROCESO / TUTELA CONTRA DECISIÓN JUDICIAL / REQUISITOS DE PROCEDIBILIDAD / PRINCIPIO DE SUBSIDIARIEDAD / EXIGE AGOTAR LOS MECANISMOS ORDINARIOS DE DEFENSA ANTES DE ACUDIR A LA ACCIÓN CONSTITUCIONAL.
La Corte Constitucional en sentencia C-543 de 1992 declaró inconstitucional el artículo 40 del Decreto 2591 de 1991 que autorizaba la tutela contra providencias judiciales. A pesar de ello, enseñó inicialmente que el amparo resultaba procedente cuando se incurría en vía de hecho, concepto que ha desarrollado a lo largo de su jurisprudencia hasta sintetizar los requisitos generales y las causales específicas de procedencia de la solicitud de amparo frente a esa clase de decisiones. (…)
En relación con el segundo de tales presupuestos generales, para que proceda el amparo constitucional frente a decisiones judiciales es menester que el supuesto afectado haya agotado los mecanismos de defensa con que contaba en el propio proceso. Por lo tanto, debe acreditar que desplegó todos aquellos que le ofrece el ordenamiento jurídico para la defensa de los derechos que considera vulnerados, porque de no ser así perdería la tutela su característica de constituir un instrumento jurídico de naturaleza subsidiaria y residual para convertirse en uno de protección alternativo o principal. (…)
No es posible por tanto acudir a la tutela como mecanismo principal de defensa judicial, ni resulta factible emplearla como medio alternativo de los ordinarios o extraordinarios previstos por el legislador para obtener protección a un derecho, ni para reemplazarlos, salvo, se repite, cuando se pretenda evitar un perjuicio irremediable. (…)
En las copias de ese expediente… no se evidencia solicitud alguna por parte del actor a efecto de que: a) se declarara la pérdida de competencia por vencimiento de términos; b) se adecuara el trámite a la Ley 1561 de 2012 y c) se profiriera la sentencia en audiencia y se permitiera interponer recurso de apelación en esa diligencia…
Surge de esas pruebas que en este caso concreto no se satisfacen todos los presupuestos de procedencia de la acción de tutela a que se refiere la primera jurisprudencia transcrita, concretamente el segundo.

En efecto, el accionante no formuló recurso de apelación contra el fallo que negó las pretensiones de la demanda que instauró. Es decir, dejó de emplear adecuadamente el medio ordinario de protección con que contaba en ese proceso para obtener lo que pretende sea decidido por vía de tutela.
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA DE DECISIÓN CIVIL FAMILIA

Magistrada ponente: Claudia María Arcila Ríos


Pereira, julio nueve (9) de dos mil diecinueve (2019)


Acta No. 290 del 9 julio de 2019


Expediente No. 66682-31-03-001-2019-00305-01
Procede la Sala a decidir la impugnación propuesta por el accionante frente a la sentencia proferida por el Juzgado Civil del Circuito de Santa Rosa de Cabal, el pasado 17 de mayo, en la acción de tutela que instauró el señor Jaime Mario Franco Gómez contra el Juzgado Segundo Civil Municipal de Santa Rosa de Cabal, a la que fueron vinculados el señor José Remberto Martínez Delgado, la Dra. Nora Gabriela Peláez Franco y personas indeterminadas. 
A N T E C E D E N T E S

1. Relató el demandante los hechos que admiten el siguiente resumen:

1.1 En el año 2006 adquirió los derechos posesorios de un predio en el cual levantó la vivienda, ubicado en la calle 29ª No. 23-21, casa 109, barrio El Edén, sector La Hermosa, por medio de un contrato de venta que celebró con el señor Fabio Alexánder López García, quien había ejercido actos de señor y dueño en ese lote desde el año 1998.
1.2 Ese sector es conocido por presentar inconvenientes de nomenclatura y escrituración “entendiendo que muchas personas que viven allí son poseedores”; ante esa situación, decidió adelantar el trámite establecido en la Ley 1561 de 2012, como quiera que allí se otorgan al juez de conocimiento poderes especiales para resolver esas situaciones complejas, de manera oficiosa; fue así como se promovió proceso verbal para la titulación de la posesión material sobre inmuebles urbanos y rurales de pequeña entidad económica contra José Remberto Martínez y personas indeterminadas, a efecto de obtener se declara que le pertenece el dominio pleno y absoluto de aquel bien, por haberlo poseído de manera pública y pacífica por más de diez años continuos.

1.3 El 25 de julio de 2018, el juzgado accionado admitió la demanda, ordenó el emplazamiento del accionado y la instalación de la respectiva valla. Cumplido lo anterior, se designó un curador ad-litem que representara al demandado y a las personas indeterminadas. El auxiliar de la justicia afirmó que “realizando labor de vecindario manifiestan desconocer al demandado José Remberto Martínez”.

1.4 Se fijó fecha para la práctica de la inspección judicial y a ella comparecieron el juez y su secretario, sin el perito solicitado en la demanda, a pesar de que el artículo 15 de aquella ley prevé la necesidad de tener la asesoría y acompañamiento de ese especialista. En esa diligencia, el titular del despacho se percató que la vivienda objeto del proceso es de dos pisos y en ella se encuentra inscrita con marcador la dirección 29ª No. 23-25 y que en la casa contigua aparece la nomenclatura 29ª No. 23-21, lo que generó confusión en ese funcionario, frente a lo cual se insistió que las direcciones estaban trocadas ya que son los mismos residentes quienes instalan las nomenclaturas y por lo mismo se solicitó verificar los linderos, pues no se contaba con perito que aclarara esa situación. Debido a ello se aplazó la audiencia.

1.5 El juzgado accionado lo requirió para que aportara prueba que identificara plenamente el inmueble. Para atender este requerimiento, se presentó memorial en el que se explicó que la vivienda de dos plantas corresponde a la ubicada en la calle 29ª No. 23-21 casa 109 del barrio El Edén y que fue su vecino quien incurrió en el error “de usurpar la nomenclatura que me correspondía y al cual en realidad le corresponde la nomenclatura calle 29ª No. 23-15… como se evidencia en los certificados de tradición de los colindantes y en los certificados de planeación municipal”.

1.6 El 7 de marzo de 2018 se notificó por estado la sentencia que negó las pretensiones posesorias especiales.

1.7 La Ley 1561 establece que los fallos se deben notificar en estrados y no por estado, y que en la audiencia respectiva se interpondrá el recurso de apelación, mas esta posibilidad no la concedió el funcionario accionado, es decir que le negó el acceso a la doble instancia.  
1.8 En la mencionada sentencia se manifestó que el demandado había aportado los mismos documentos allegados con la demanda, a lo cual procedió luego de la fallida inspección judicial, “puesto a que con la finalidad de dar claridad en la identificación del inmueble se acudió a Planeación Municipal para que certificara las nomenclaturas de los inmuebles en confusión y así mismo se habló con la persona dueña de la casa con la cual había confusión quien resultó ser el señor José Remberto Martínez, el demandado en el proceso a quien se le dieron los documentos expedidos por planeación y acepto (sic) cambiar las nomenclaturas de manera correcta y quien tuvo la valla que lo emplazaba por mas (sic) de 5 meses sin hacer oposición de manera oportuna”; en esa providencia también se dijo que la parte actora había faltado a la verdad al manifestar que ignoraba el paradero del accionado, a pesar de que en realidad solo conoció al citado señor cuando habló con él para modificar las direcciones, pues es una persona que trabaja en una finca y va ocasionalmente a esa casa. Además, no se puede pretender que una persona conozca a todos sus vecinos, máxime cuando la vivienda objeto del proceso la dio en arriendo hace muchos años; tampoco es de recibo el argumento del juez según el cual se quería hacer incurrir en error, pues fue ese mismo funcionario quien generó la confusión al no asistir a la inspección judicial con perito, ni adoptó medidas para aclarar la situación.

1.9 El juzgado demandado carecía de competencia para dictar la sentencia, pues transcurrieron más de seis meses, contados desde el auto admisorio de la demanda, para proceder a ello, pese a que el artículo 23 de la Ley 1561 dice que vencido ese término el funcionario judicial pierde automáticamente competencia. 
1.10 Con el objeto de aclarar la situación, se solicitó a Planeación Municipal se desplazara a la vivienda objeto de la posesión. Al responder, esa entidad indicó que efectivamente la casa que se visitó en la inspección judicial corresponde a la pretendida en el proceso. 

2. Solicita se deje sin efecto el fallo proferido por el juzgado demandado “y se ordene anular y rehacer el proceso, de modo que se pronuncie nuevamente teniendo en cuenta todas las observaciones hechas”.
A C T U A C I Ó N     P R O C E S A L

1. Por auto del 7 de mayo pasado se admitió la acción y se ordenó la vinculación de José Remberto Martínez Delgado y de las personas indeterminadas. Con posterioridad se hizo lo mismo, respecto de la Dra. Nora Gabriela Peláez Franco. 

2. Solamente se pronunció el titular del juzgado accionado. Informó que: a) el proceso en que encuentra el actor lesionados sus derechos fue definido mediante sentencia del 4 de marzo pasado, en la cual se negaron las pretensiones de la demanda porque de conformidad con la inspección judicial practicada, la solicitud se dirigía frente a un bien diferente al indicado en el libelo introductorio, precisamente de uno el contiguo, cuyo propietario compareció al proceso y resultó ser el demandado a quien se había emplazado a instancias del actor. Aquel allegó un concepto de la Secretaría de Planeación y un certificado de paz y salvo “que daban cuenta que efectivamente se trataba del bien demandado”. Es decir que se incumplía el requisito de la identidad del bien y b) contra esa providencia, notificada por estado el 7 de marzo último, se dejó de promover recurso alguno.
3. Mediante sentencia del pasado 17 de mayo, la Juez Civil del Circuito de Santa Rosa de Cabal resolvió declarar improcedente el amparo invocado.
Para decidir así, consideró que el accionante no interpuso recurso alguno contra la sentencia de primera instancia que negó las pretensiones de su demanda, lo que lo imposibilita para ejercer este medio especial al ignorar el mecanismo ordinario de defensa que tenía a disposición; aunque esa providencia se profirió por escrito y se notificó por estado, esta forma de comunicación no le quita validez al acto, pues se acudió a esa modalidad escrita teniendo en cuenta que se trató de una sentencia anticipada que no necesariamente se debía dictar en audiencia, de conformidad con el numeral 2 del artículo 278 del Código General del Proceso. Además, como ello no modifica el carácter de apelable que tiene el fallo, el demandante ha debido formular el recurso de apelación para que el juez de segunda instancia analizara si aquello era procedente, así como lo relativo al defecto fáctico aquí alegado. Tampoco se reúne el citado presupuesto de la subsidiariedad respecto de la pérdida de competencia, pues ninguna solicitud elevó el actor para obtener esa declaratoria y si lo que pretende es que esa figura opere automáticamente, lo cierto es que esta se configuró el 30 de abril de 2018, por lo que acudió a la tutela luego de más de un año, razón por la cual también incumple el requisito de la inmediatez.     
4. Inconforme con esa decisión, el accionante la impugnó. Alegó que si bien el juzgado de primera instancia dijo que el fallo podía ser dictado y notificado por escrito, de acuerdo con el numeral 2 del artículo 278 del Código General del Proceso, en el proceso objeto del amparo se debía aplicar la Ley 1561 de 2012, mientras que a aquella solo se debía acudir para complementar vacíos legales, lo que no ocurre en este caso, pues esa última, que constituye la norma especial, establece que esos trámites son verbales y la sentencia se notifica, por lo mismo, en estrados. De igual manera, contrario a lo considerado por la funcionaria de primera sede, el juez de tutela debe analizar si existe lesión directa de los derechos fundamentales, tal como ocurre en este asunto, con la vulneración del debido proceso, toda vez que en el proceso no solo se incurrió en un indebido decreto y práctica de pruebas, sino que se adelantó sin tener en cuenta el trámite especial. Respecto al requisito de la inmediatez, indicó que la protección no se invoca exclusivamente por la pérdida de competencia del juez accionado, sino también por aquellas razones. Finalmente, en el fallo impugnado se dejó de analizar lo relativo a la práctica de la inspección judicial sin el acompañamiento de perito, para dar claridad respecto de la identificación del predio, ambigüedad que también pudo ser superada en ejercicio de los poderes especiales del juez.   
C O N S I D E R A C I O N E S 
1. El fin de la acción de tutela es la protección inmediata de los derechos constitucionales fundamentales, concedida a todas las personas por el artículo 86 de la Constitución Política, ante su vulneración o amenaza generada por cualquier autoridad pública y aun por los particulares en los casos previstos por el artículo 42 del Decreto 2591 de 1991.

2. Corresponde a la Sala determinar si en este caso procede la acción de tutela para dejar sin efecto el fallo proferido por el juzgado demandado, en el proceso de titulación de la posesión sobre inmueble, adelantado por el actor y ordenar se rehaga la actuación. De serlo, se analizará si con su proceder el juzgado accionado lesionó los derechos del accionante.

3. La Corte Constitucional en sentencia C-543 de 1992 declaró inconstitucional el artículo 40 del Decreto 2591 de 1991 que autorizaba la tutela contra providencias judiciales. A pesar de ello, enseñó inicialmente que el amparo resultaba procedente cuando se incurría en vía de hecho, concepto que ha desarrollado a lo largo de su jurisprudencia hasta sintetizar los requisitos generales y las causales específicas de procedencia de la solicitud de amparo frente a esa clase de decisiones. 

Así entonces ha enlistado como condiciones generales de procedencia, que deben ser examinadas antes de pasar al análisis de las causales específicas, las siguientes
.:  “(i) Que la cuestión que se discuta tenga una evidente relevancia constitucional; (…) (ii) Que se hayan agotado todos los medios de defensa judicial al alcance de la persona afectada, salvo que se trate de evitar la consumación de un perjuicio iusfundamental irremediable;(…) (iii) Que se cumpla con el requisito de la inmediatez;(…) (iv) Que, tratándose de una irregularidad procesal, quede claro que la misma tiene un efecto decisivo o determinante en la sentencia que se impugna y que afecta los derechos fundamentales de la parte actora. (…) (v) Que la parte actora identifique de manera razonable tanto los hechos que generaron la vulneración como los derechos vulnerados, y que hubiere alegado tal vulneración en el proceso judicial siempre que esto hubiere sido posible;(…) y (vi) Que no se trate de sentencias de tutela (…)”.
Superado ese primer análisis, la Corte ha identificado como causales específicas de procedencia de la acción, las siguientes
: “7.1.- Defecto orgánico: ocurre cuando el funcionario judicial que profirió la sentencia impugnada carece, en forma absoluta, de competencia. 7.2.- Defecto procedimental absoluto: surge cuando el juez actuó totalmente al margen del procedimiento previsto por la ley. 7.3.- Defecto fáctico: se presenta cuando la decisión impugnada carece del apoyo probatorio que permita aplicar la norma en que se sustenta la decisión, o cuando se desconocen pruebas que afectarían el sentido del fallo. 7.4.- Defecto material o sustantivo: tiene lugar cuando la decisión se toma con fundamento en normas inexistentes o inconstitucionales, cuando existe una contradicción evidente y grosera entre los fundamentos y la decisión, cuando se deja de aplicar una norma exigible para el caso o cuando se otorga a la norma jurídica un sentido que no tiene. 7.5.- El error inducido: acontece cuando la autoridad judicial fue objeto de engaños por parte de terceros, que la condujeron a adoptar una decisión que afecta derechos fundamentales. 7.6.- Decisión sin motivación: se presenta cuando la sentencia atacada carece de legitimación, debido a que el servidor judicial incumplió su obligación de dar cuenta de los fundamentos fácticos y jurídicos que la soportan. 7.7.- Desconocimiento del precedente: se configura cuando por vía judicial se ha fijado un alcance sobre determinado tema, y el funcionario judicial, desconoce la regla jurisprudencial establecida. En estos eventos, la acción de tutela busca garantizar la eficacia jurídica del derecho fundamental a la igualdad. 7.8.- Violación directa de la Constitución que se deriva del principio de supremacía de la Constitución, el cual reconoce a la Carta Política como un supuesto plenamente vinculante y con fuerza normativa”. 

En relación con el segundo de tales presupuestos generales, para que proceda el amparo constitucional frente a decisiones judiciales es menester que el supuesto afectado haya agotado los mecanismos de defensa con que contaba en el propio proceso. Por lo tanto, debe acreditar que desplegó todos aquellos que le ofrece el ordenamiento jurídico para la defensa de los derechos que considera vulnerados, porque de no ser así perdería la tutela su característica de constituir un instrumento jurídico de naturaleza subsidiaria y residual para convertirse en uno de protección alternativo o principal. Así lo ha explicado la jurisprudencia de la Corte Constitucional
:

“El tercer inciso del artículo 86 constitucional establece que la tutela “sólo procederá cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que aquélla se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable”. A partir de esto, se ha dicho que la acción de tutela tiene un carácter subsidiario, en la medida que su procedencia se encuentra sometida al agotamiento de los medios ordinarios y extraordinarios de defensa con los que cuenta el accionante o a la demostración de su inexistencia.

 

Dentro de la misma línea, la Corte ha señalado que la acción de tutela es también complementaria de los procedimientos ordinarios, ya que es, en esencia, un mecanismo judicial de origen constitucional de evidente carácter residual que está previsto para asegurar la tutela efectiva y sustancial de los derechos constitucionales fundamentales, y, por ello, sólo procede cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial.

 

Este principio reafirma que la acción de tutela exige el agotamiento del medio ordinario de defensa, pues ésta acción no fue pensada ni diseñada para suplir los procedimientos ordinarios ni mucho menos para enmendar los errores o descuidos de las partes en el proceso. Dentro de esa comprensión: “la Corte ha sostenido, de manera reiterada, que la acción de tutela es improcedente cuando con ella se pretenden sustituir mecanismos ordinarios de defensa que, por negligencia, descuido o incuria de quien solicita el amparo constitucional, no fueron utilizados a su debido tiempo
”
 

En igual sentido, la Corte Constitucional, en sentencia T-753 de 2006 señaló que:

 

“Frente a la necesidad de preservar el principio de subsidiariedad de la acción de tutela, se ha sostenido que aquella es improcedente si quien ha tenido a su disposición las vías judiciales ordinarias de defensa, no las utiliza ni oportuna ni adecuadamente, acudiendo en su lugar a la acción constitucional. Ello por cuanto que, a la luz de la jurisprudencia pertinente, los recursos judiciales ordinarios son verdaderas herramientas de protección de los derechos fundamentales, por lo que deben usarse oportunamente para garantizar su vigencia, so pena de convertir en improcedente el mecanismo subsidiario que ofrece el artículo 86 superior.”
No es posible por tanto acudir a la tutela como mecanismo principal de defensa judicial, ni resulta factible emplearla como medio alternativo de los ordinarios o extraordinarios previstos por el legislador para obtener protección a un derecho, ni para reemplazarlos, salvo, se repite, cuando se pretenda evitar un perjuicio irremediable.

4. Las pruebas aportadas al expediente, que obran en el cuaderno de copias, acreditan los siguientes hechos:

4.1 El señor Jaime Mario Franco Gómez, por medio de apoderado, formuló demanda especial para la titulación de la posesión material sobre el inmueble ubicado en la calle 29ª No. 23-21 casa 109 del barrio El Edén del sector de La Hermosa, contra el señor José Remberto Martínez, en la que, entre otras cosas, pidió se practicara “inspección judicial de peritos, para determinar la identidad del predio”
.

4.2 Por auto del 19 de julio de 2018 se admitió la demanda verbal
.
4.3 En providencia del 27 de noviembre siguiente, se citó a las partes para la diligencia de inspección judicial
.
4.4 El 5 de febrero de 2019 se llevó a cabo esa diligencia. En ella se  dejó constancia de que el despacho se trasladó a la vivienda localizada en la calle 29ª No. 23-25 del barrio El Edén, sector de La Hermosa, la cual insistía el actor era el inmueble objeto de la demanda, y que “al costado izquierdo del inmueble, se encuentra inmueble con nomenclatura 23-21 que es la pretendida en la demanda”. Por lo anterior, se concluyó que no era posible culminar esa diligencia
.  
4.5 Mediante proveído de esa misma fecha, se requirió a la parte actora a fin de que aportara prueba documental que determinara la identificación plena del inmueble pretendido
. 
4.6 Para atender esta solicitud, el apoderado del actor explicó que aunque la vivienda tenía otra dirección, se trataba de un error porque son las mismas personas quienes ponen las nomenclaturas a las casas; esta circunstancia ya fue corregida, pues Planeación certificó la dirección correcta del inmueble. De igual forma, este bien fue el mismo en el que se practicó la inspección judicial, de conformidad con la identificación de linderos que se realizó en la demanda
. 
4.7 En sentencia del 4 de marzo último se negaron las pretensiones de la demanda, con sustento en que en este caso se dejó de acreditar la identificación del bien pretendido, pues se encuentra demostrado que la dirección denunciada de ese inmueble corresponde al de la vivienda contigua. Además, las partes aportaron certificados que resultan contradictorios respecto de su determinación
.  
4.8 En las copias de ese expediente, que fueron tomadas de forma íntegra, no se evidencia solicitud alguna por parte del actor a efecto de que: a) se declarara la pérdida de competencia por vencimiento de términos; b) se adecuara el trámite a la Ley 1561 de 2012 y c) se profiriera la sentencia en audiencia y se permitiera interponer recurso de apelación en esa diligencia. De igual manera, aunque en la demanda se pidió practicar inspección judicial con acompañamiento de perito, en esa diligencia y con posterioridad a ella ninguna petición se elevó al respecto.
5. Surge de esas pruebas que en este caso concreto no se satisfacen todos los presupuestos de procedencia de la acción de tutela a que se refiere la primera jurisprudencia transcrita, concretamente el segundo.

En efecto, el accionante no formuló recurso de apelación contra el fallo que negó las pretensiones de la demanda que instauró. Es decir, dejó de emplear adecuadamente el medio ordinario de protección con que contaba en ese proceso para obtener lo que pretende sea decidido por vía de tutela.
En este punto es válido señalar que si bien el citado señor se queja de que el proceder del juzgado accionado, al dictar y notificar ese fallo en trámite de manera escritural, le imposibilitó formular el recurso de apelación, para la Sala, tal como lo dedujo la funcionaria de primera instancia, ello no configura por sí mismo un obstáculo para interponer medios de impugnación ya que nada impedía al demandante hacer uso de ellos de forma también escrita. Pero es que además, si el citado señor consideraba que el trámite no era el conveniente, ha debido acudir al juzgado de conocimiento para solicitar la adecuación del proceso, y no formular directamente el amparo constitucional que, como se ha dicho, es de naturaleza subsidiaria.   
Y es que el juez constitucional no puede desconocer las formas propias de cada juicio y adoptar por este excepcional medio de protección decisiones que han debido ser resueltas en el propio proceso, escenario adecuado previsto por el legislador para ello, por los funcionarios competentes y que no lo fueron por negligencia o descuido de las partes; tampoco replantear una situación que ya se valoró, interpretó y definió por la jurisdicción ordinaria, ni dar a la tutela connotación de un recurso frente a decisiones que se encuentran en firme.

En conclusión, como no es posible acudir a la tutela como mecanismo principal de defensa judicial, ni resulta posible emplearla como medio alternativo de los mecanismos ordinarios previstos por el legislador para obtener protección a un derecho, ni para suplir la negligencia del interesado a la hora de emplearlos, el amparo solicitado resulta improcedente y así se declarará.
6. Frente a los demás reproches del actor, relativos a la no declaratoria de la pérdida de competencia por vencimiento de términos y a la falta de asistencia del perito a la inspección judicial, es necesario precisar que, además de que ello pudo haber sido planteado mediante el recurso de apelación inutilizado, al igual como sucedió con la queja elevada respecto al supuesto indebido trámite, de las pruebas allegadas se puede concluir que el accionante no acudió al juzgado demandado para plantear las peticiones del caso y por tanto, el despacho accionado tampoco tuvo la oportunidad de resolver lo que correspondiera.

Ese pasivo comportamiento impide otorgar la tutela reclamada, por incumplir aquel mismo requisito de la subsidiariedad.
Así lo ha explicado la jurisprudencia:

“2. Descendiendo al estudio de la controversia planteada por el tutelante, concluye la Corte la improcedencia del resguardo, habida cuenta que el gestor al interponer el resguardo, no atendió el principio de subsidiariedad que enmarca su procedibilidad, toda vez que no ha solicitado, ante el funcionario judicial que tramita la acción popular a la que se contrae la queja constitucional, la expedición de la reproducción que por esta vía deprecó, ni la exoneración del pago del arancel que se le exigió para tales efectos, según se extracta de lo que informó el Tribunal criticado, lo que denota que a su alcance tiene un medio judicial idóneo de defensa.

En ese orden de ideas, se configura la causal de improcedencia establecida en el numeral 1º del artículo 6º del Decreto 2591 de 1991, esto es, «[c]uando existan otros recursos o medios de defensa judiciales (…)».”
.
7. En consecuencia, el amparo reclamado resulta improcedente por incumplir el requisito de la subsidiariedad y como a esa misma conclusión llegó la funcionaria de primera instancia, se confirmará  la sentencia que se revisa. 

Por lo expuesto, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, Risaralda, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley
R E S U E L V E

PRIMERO: CONFIRMAR la sentencia proferida por el Juzgado Civil del Circuito de Santa Rosa de Cabal, el 17 de mayo último, dentro de la acción de tutela que instauró el señor Jaime Mario Franco Gómez contra el Juzgado Segundo Civil Municipal de Santa Rosa de Cabal, a la que fueron vinculados el señor José Remberto Martínez Delgado, la Dra. Nora Gabriela Peláez Franco y personas indeterminadas.
SEGUNDO: Notifíquese esta decisión a las partes conforme lo previene el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991.

TERCERO: Como lo dispone el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991, envíese el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión.

Notifíquese y cúmplase, 

Los Magistrados,




CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS




DUBERNEY GRISALES HERRERA
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